
dantes han tratado de hacer valer la
existencia de un principio de res-
ponsabilidad sin ilegalidad, lo han
simultaneado frecuentemente con
una pretensión de responsabilidad
por violación de estos derechos; o
bien han tratado de fundar esta en la
existencia de una intervención asi-
milable a una expropiación. Pese a la
apariencia, en nuestra opinión, los
derechos de propiedad y libre ejer-
cicio de actividad empresarial y pro-
fesional no cubren en el Derecho co-
munitario todos los posibles flancos
de la responsabilidad sin falta; sus
ámbitos no vienen a coincidir. En un
mercado intervenido como el co-
munitario, la posición económica de
los operadores está sometida a los
efectos de las cambiantes políticas
comunitarias. Como reitera la juris-
prudencia, no se garantiza a los par-
ticulares el mantenimiento de las
condiciones del mercado existentes
en cada momento. No existen, como
regla general, «derechos adquiridos»,
ya que el statu quo puede ser altera-
do en cada momento en función de
los objetivos generales por las insti-
tuciones, las cuales cuentan para ello
con una amplia facultad discrecio-
nal. No puede hablarse de una «pro-
piedad de una posición de mercado»
ni de un «derecho a ejercer las acti-
vidades económicas y profesionales
en unas condiciones inmutables».
En este contexto, la propia noción
de «derecho de propiedad» y de «de-
recho a ejercer una actividad» re-
sulta de contornos poco nítidos y,
desde luego, poco susceptibles para
la declaración de vulneración, y me-
nos aún de vulneración cualificada
que dé origen, además, a responsa-
bilidad. 

Emilio GUICHOT

Universidad de Sevilla

ZAPATA HÍJAR, Juan Carlos: Tráfico.
Nuevo régimen sancionador, La
Ley, Madrid, 2011, 421 págs.

La legislación de tráfico y segu-
ridad vial, especialmente en su ver-
tiente sancionadora, ha visto con-
firmada su condición de subsector
del ordenamiento jurídico-adminis-
trativo caracterizado por notables
singularidades; singularidades que
han sido potenciadas de modo no-
table por la Ley 18/2009, de 23 de
noviembre. Estas especialidades han
llevado finalmente a que la Ley ci-
tada haya establecido la aplicación
supletoria (y no preferente, por tan-
to) de la misma Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo
Común.

Las peculiares características de
la normativa en materia de tráfico,
intensificadas tras la precitada Ley
18/2009, junto a la profusa y masifi-
cada actividad administrativa de ca-
rácter punitivo desarrollada por las
autoridades gubernativas compe-
tentes, justifican bien a las claras la
aparición de un libro como el que se
presenta. 

En efecto, nos encontramos ante
una publicación elaborada por un
autor que conoce bien los conflictos
planteados entre la Administración y
los ciudadanos, ya que, en su condi-
ción de magistrado, lleva enjuician-
do la actividad de la Administración
(también en materia de tráfico) des-
de el año 1992, primero, en la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia del
País Vasco, y, luego, en el Juzgado
de lo Contencioso-Administrativo
núm. 1 de los de Zaragoza (a partir
de 1998, con motivo de la puesta en
marcha de estos órganos judiciales
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unipersonales), hasta su reciente
nombramiento como presidente de
la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Aragón.

Se trata, por tanto, de un volumen
libre de peajes de otro tipo de publi-
caciones y que, en cambio, contiene
una exégesis inteligente y perspicaz
de la legislación estudiada, ofrecien-
do una argumentación basada en
precedentes judiciales, que no solo
son los más conocidos (por dimanar
de los más altos tribunales), sino
también los que no se encuentran al
alcance general por provenir de Juz-
gados de lo contencioso-administra-
tivo, debido a las limitaciones de las
reglas procesales en materia de re-
cursos (cada vez, como es sabido,
más restrictivas).

Sentado lo anterior, conviene dar
cuenta de la estructura del libro para
ofrecer una aproximación al conte-
nido de la obra. Así, tras la obliga-
da presentación de la obra (en la que
se enuncian las notas distintivas de
la Ley 18/2009), en el capítulo se-
gundo se estudia el procedimiento
sancionador sectorial, partiendo de
la distribución de competencias en
este ámbito y siguiendo con las re-
glas en materia de incoación del pro-
cedimiento. En este punto, además
de los requisitos de las denuncias,
se informa de las novedades legales
existentes en relación con la llamada
Dirección Electrónica Vial (DEV) y
con el Tablón Edictal de Sanciones
de Tráfico (TESTRA).

Cuestión también importante es
la referente a los tipos de procedi-
mientos sancionadores, esto es, el
abreviado, el ordinario y el simplifi-
cado, siendo posiblemente este últi-
mo el más polémico, en tanto que la
simple denuncia se convierte en re-
solución, en caso de no presentar

alegaciones o abonar la multa en el
plazo previsto.

Mención aparte merece el pro-
blema de las resoluciones verbales, si
bien tal cuestión ya ha encontrado
una respuesta judicial favorable a su
admisión, aunque parece lógico —y
así se enfatiza en el libro reseñado—
que en el expediente se localice una
propuesta de resolución en la que se
aporte la necesaria motivación.

Un asunto también innovado con
la Ley de constante referencia tiene
que ver con el carácter ejecutivo de
las sanciones en la materia, aunque
se interponga un recurso de reposi-
ción, lo que merece un juicio críti-
co al autor, debido a que se produce
una separación de la regulación co-
mún en materia de procedimiento
administrativo.

En punto a la prescripción y a la
caducidad de las infracciones y san-
ciones, se aporta una información
jurisprudencial sistemática que per-
mite al lector obtener un rápido co-
nocimiento del estado de unas con-
troversias que han sido objeto de
numerosos pronunciamientos judi-
ciales.

El capítulo tercero analiza las ga-
rantías y límites en el procedimien-
to sancionador, por lo que se efec-
túa un estudio sistemático de las im-
plicaciones de los principios que
inspiran el ejercicio de la potestad
sancionadora. Especial referencia se
hace a las consecuencias del princi-
pio de culpabilidad, ya que se abor-
dan problemas tan complejos como
la responsabilidad por hechos de ter-
cero, la responsabilidad de los me-
nores o la obligación de identificar
al conductor del vehículo. También
se pasa revista a las consecuencias
del principio de legalidad y tipici-
dad, singularmente en cuanto a la
controvertida complementación de
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las infracciones mediante ordenan-
za. Y, finalmente, se atiende a un
tema tan clásico como es la virtua-
lidad probatoria de las denuncias de
los agentes de la Autoridad (también
cuando se auxilian de los corres-
pondientes medios técnicos) en re-
lación con el derecho y principio a la
presunción de inocencia.

El capítulo cuarto se ocupa de las
infracciones y sanciones, por lo que,
de entrada, se aborda un estudio de
los elementos definitorios de las in-
fracciones más comunes (por no res-
petar el límite de velocidad, por es-
tacionamiento o paradas inadecua-
dos, por utilización de cascos o
móviles, por no hacer uso del cintu-
rón de seguridad, por no respetar las
señales de tráfico, por conducir con
ingesta de bebidas alcohólicas, por
negarse a someterse a pruebas de de-
tección e intoxicación, la conducción
negligente y temeraria, y la infrac-
ción relacionada con la instalación
de inhibidores de radar). Por lo que
se refiere a las sanciones, se valora
positivamente la eliminación de toda
discrecionalidad en la cuantificación
de la multa (al no establecerse lími-
tes mínimos y máximos en cada san-
ción, sino una única cuantía), aun-
que el sistema de graduación de
cuantía única admite una agrava-
ción de la multa en función de la
concurrencia de determinados fac-
tores. Y respecto a la pérdida de pun-
tos, se analiza su compatibilidad con
el Derecho europeo, el procedi-
miento a seguir y se da cuenta de
una curiosa sentencia en la que se
considera improcedente detraer los
puntos a un ciclista que había co-

metido una infracción que, en prin-
cipio, llevaba aparejada tal pérdida
de puntos.

El capítulo quinto y último tiene
como objeto el «control judicial», su-
ministrándose datos de gran tras-
cendencia para quienes deben liti-
gar en esta materia, toda vez que se
aclaran los órganos judiciales com-
petentes, el procedimiento judicial
a seguir (con especial incidencia en
el acto del juicio oral), el régimen de
medidas cautelares o la posible in-
terposición de recursos de apelación.

El libro finaliza con un apéndice
normativo en el que se incluyen la
Ley de Tráfico y Seguridad Vial y el
Reglamento de Procedimiento San-
cionador en materia de tráfico.

Tras su lectura, quien suscribe no
puede sino subrayar las bondades
del libro objeto de este comentario,
por su utilidad, claridad expositiva
e interés objetivo de la información
y reflexión jurídica desarrolladas en
la obra. Solo sorprende que quien
sirve en un Juzgado de lo conten-
cioso-administrativo, con la carga de
trabajo que vienen asumiendo, en-
cuentre tiempo y energías para llevar
a efecto esta empresa; máxime cuan-
do quien suscribe esta reseña es tes-
tigo directo de la intensa actividad
jurisdiccional del autor, cuyas so-
bresalientes virtudes, al tratarse de
un hecho notorio, no necesitan prue-
ba en la comunidad jurídica arago-
nesa.

Javier OLIVÁN DEL CACHO

Magistrado, Juez de lo
Contencioso-Administrativo,
Juzgado núm. 5, Zaragoza
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